Palabras del Defensor del Pueblo (e), Eduardo Vega Luna, en el Panel «Los pueblos indígenas y las operaciones de negocio», en el Foro «Empresas y Derechos Humanos», organizado por la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos
Ginebra, Suiza, Palacio de las Naciones, 4 de diciembre de 2013
Señor Presidente

Señoras y señores:

Agradezco a la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos por la invitación a compartir con ustedes la experiencia del Perú y su compleja realidad de crecimiento económico y de expectativas y demandas de las poblaciones indígenas. 
El Perú es uno de los diecisiete países megadiversos del mundo. Privilegiado con un territorio rico en especies animales, vegetales, minerales, hábitats y ecosistemas. De estas riquezas, los recursos minerales han cumplido y cumplen un importante papel en nuestra economía, al punto de que hoy representan el 59% de nuestras exportaciones totales. Sus beneficios económicos han sido excepcionales en los diez últimos años para el crecimiento económico. 
El último Informe Global de Competitividad 2013, del Foro Económico Mundial señala que el Perú mejoró su entorno macroeconómico, su eficiencia en el mercado, que se ubica en el puesto 68 de 141 economías del mundo y que las expectativas de inversión para los próximos años son muy importantes. 

Sin embargo, el mismo informe señala que el Perú, retrocedió en materia de institucionalidad, en infraestructura, salud, educación y criminalidad. Es decir, la competitividad de nuestra economía no va de la mano con un entorno institucional adecuado para mejorar la calidad de vida de los peruanos y peruanas.
En efecto, junto con el crecimiento económico, también crecieron los conflictos sociales vinculados con actividades extractivas. El último reporte de conflictos de la Defensoría del Pueblo, da cuenta de 145 conflictos socioambientales. (105 de ellos por actividades mineras, 19 por actividades hidrocarburíferas, 9 energéticas y 4 forestales.

19 conflictos involucran demandas de los pueblos indígenas por la falta de aplicación del derecho a la consulta previa, el respeto a su territorio o el temor a la contaminación. 

Estos conflictos sociales cuando no son atendidos oportunamente, generan crisis de alta intensidad y, a veces, confrontación violenta. 
El Perú, al igual que los países de Latinoamérica tiene una raíz indígena. Más de cuatro millones de peruanos, 14% de la población, tiene como lengua materna una de las 47 lenguas indígenas. En la selva (principalmente los asháninka y awajún) y en la sierra (los quechuas y aymaras). Además, es uno de los siete países donde viven pueblos indígenas en situación de aislamiento o contacto inicial, como los Kugapakori y los Nanti, cuya situación de extrema vulnerabilidad en términos inmunológicos, demográficos y territoriales merece una atención prioritaria del Estado. 
La identidad cultural de estos pueblos, el respeto a su vida, a su integridad, a su territorio, así como a su derecho a autodeterminarse, son componentes básicos para la plena vigencia de nuestra democracia. Como lo ha señalado James Anaya, en su último informe sobre industrias extractivas, los pueblos indígenas han dado muestras permanentes de apuesta y compromiso con el desarrollo. En efecto, en el Perú, los pueblos indígenas enfatizan que el crecimiento económico no se contrapone con sus legítimas exigencias de que la visión de país represente las aspiraciones de todos sus habitantes, incluyéndolos a ellos. 
Entonces, se trata de armonizar la inversión en actividades extractivas con el respeto a los pueblos indígenas. Para lograr este objetivo, es vital un diálogo de buena fe entre el Estado, las empresas y los pueblos indígenas.
Pero junto con el diálogo y la consulta previa se requieren también otras herramientas que garanticen los derechos de los pueblos indígenas. Por ejemplo, la adecuada demarcación y zonificación territorial y ecológica que señale dónde se puede desarrollar actividades extractivas y dónde no. También se requiere un nuevo sistema de evaluación y monitoreo de los estudios de impacto ambiental. Necesitamos recobrar la confianza de que las actividades extractivas respetan estándares medioambientales internacionales. Y, en tercer lugar, necesitamos una gestión mucho más eficiente del Estado para canalizar las expectativas ciudadanas y brindar los servicios adecuados a las poblaciones indígenas. La población siente que la renta que deja la minería no se traduce en beneficios efectivos para la población. 
Es inevitable recordar que históricamente los pueblos indígenas han sido olvidados, o que han recibido un trato estereotipado sobre su forma de vida, sus costumbres, su cosmovisión y los procesos productivos que desarrollan. 

Por eso es necesario promover en el Estado una acción sistemática y coordinada para garantizar los derechos a la salud, a la educación, propiedad colectiva y el disfrute de los recursos naturales de los pueblos indígenas y a garantizar la implementación de su derecho a la consulta previa.

El lamentable enfrentamiento entre indígenas y la Policía Nacional en Bagua, Amazonas, el 5 de junio de 2009, que dejó el resultado de 33 muertes, entre policías, indígenas y pobladores, marcó un cambio en el tratamiento de la problemática indígena y en la necesidad implementar el derecho a la consulta previa que aún sigue pendiente para actividades extractivas. El origen de este conflicto fue el reclamo del pueblo awajun para que se deroguen unos decretos legislativos que otorgaban facilidades para la disposición de las tierras indígenas. Lo cual ocurrió. En relación con la consulta previa  fue necesario dictar una ley que regule este derecho a pesar que el Perú suscribió el Convenio 169 de la OIT en 1995.
Sin embargo, la publicación de la ley y su reglamento no cambian por si sola la compleja realidad de las inversiones y los pueblos indígenas que, muchas veces, se basan en el desconocimiento, la desconfianza o la desinformación. 
Debe entenderse la desconfianza de los pueblos indígenas como un sentimiento natural ante lo desconocido, o frente a lo que percibe como una potencial amenaza a su espacio vital o por los pasivos ambientales, que son las pruebas tangibles que demuestran la debilidad del Estado para proteger el medio ambiente. 

Pese a que somos un país con ingentes recursos naturales y una enorme diversidad biológica y de ecosistemas tenemos aún una debilidad en la gestión ambiental que ocasiona costos que son asumidos por la población que padece la contaminación ambiental. Esperamos que esta situación cambie el próximo año como lo ha anunciado el gobierno actual.

Es imprescindible que el Estado supere estas deficiencias y realice una gestión ambiental adecuada que fiscalice, con rigor, a la empresa privada, y que por tanto, recupere la confianza de la población. 
También es necesario que los recursos por canon y regalías se traduzcan en una disminución tangible de las enormes desigualdades que aún subsisten en el país y que, afectan principalmente a los pueblos indígenas. 
La ejecución de estos recursos es deficiente o cuando se llega a ejecutar, no se enmarca en una estrategia de desarrollo articulada y sostenible. En conclusión, se gasta poco y, a veces, se gasta mal. Esto hace que algunos sectores de la población no perciban que hay un beneficio significativo y sostenible en el tiempo. 
Por otro lado, algunas empresas han hecho esfuerzos para implementar buenas prácticas de gestión dirigidas a asumir su responsabilidad social frente a los posibles impactos que sus actividades provocan en su entorno.  No obstante ello, la realidad ha demostrado que estas formas de relacionamiento entre Estado, empresas y sociedad -siendo importantes- no logran conectar del todo con los intereses de algunos sectores de la población. 
Quizá una de las razones sea la visión de corto plazo y cuando también debemos compartir una visión de mediano y largo plazo. Ese es el tiempo en el que realmente se pueden potenciar las capacidades productivas de la población de una zona para lograr su desarrollo sostenible. 
En este contexto, hay que pensar en las comunidades indígenas y en los pueblos aledaños a los proyectos, como verdaderos agentes económicos. El Estado tiene la principal responsabilidad de garantizar que los pueblos indígenas se desarrollen en condiciones de igualdad y que no sean relegados a simples actores pasivos del desarrollo del país. En ese sentido, se debe promover que los propios pueblos indígenas aprovechen los recursos de sus territorios para extraerlos y explotarlos económicamente. Esta es una experiencia que todavía está pendiente en mi país.
Las empresas privadas tienen la gran responsabilidad de construir una convivencia basada en el respeto a los pueblos indígenas. 
No hay duda que el crecimiento económico de un país es importante. Pero no es más importante que la vigencia de los derechos ciudadanos y el fortalecimiento de la institucionalidad democrática. Estos últimos son la condición necesaria para que el desarrollo humano sea sostenible e integral.
Muchas gracias, 
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